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PROCEDIMIENTO DE CONSIGNACIÓN. ATENTO AL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA, SI EL ACREEDOR SE REHUSA A RECIBIR LA COSA Y POSTERIORMENTE 
SOLICITA SU ENTREGA, DEBE REQUERIRSE AL CONSIGNANTE CON ESA PETICIÓN PARA 
QUE MANIFIESTE SU CONFORMIDAD, CON EL APERCIBIMIENTO DE ENTREGARLA Y DAR 
POR CONCLUIDO AQUÉL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 
 
De los artículos 238 al 248 bis del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, que 
prevén el procedimiento de consignación, se advierte que el legislador no contempló la 
circunstancia atinente a cuando el acreedor de la consignación, una vez que haya rehusado recibir 
la cosa, acude con posterioridad a solicitar que se le entregue lo consignado. Ante tal eventualidad, 
debe efectuarse una interpretación de dichos dispositivos legales, en el sentido que más favorezca 
a las partes, en términos del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y así se arriba al convencimiento de que si bien es cierto que existe el derecho de la 
deudora, en términos del artículo 247 del citado código, para pedir la declaración de liberación del 
adeudo, por haberse rehusado el acreedor a recibir la cosa consignada, también lo es que la parte 
deudora puede ejercer o no el mismo; por ende, a fin de respetar el derecho humano de acceso a 
la impartición de justicia, específicamente en su variante de justicia pronta, completa e imparcial, 
que asiste a ambas partes, lo conducente es que se requiera a la parte consignante, con la petición 
del acreedor, a fin de que manifieste si está conforme con que le sea entregada la cosa 
consignada; con el apercibimiento de proceder a entregarla y dar por concluido el procedimiento de 
consignación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 386/2015. Jorge Gómez Carreón. 18 de marzo de 2016. Unanimidad de votos. 
Ponente: Víctor Jáuregui Quintero. Secretario: Daniel Graneros Nuño. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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PROCEDENCIA DE LA VÍA. LA OBLIGACIÓN DE TRAMITAR LOS PROCEDIMIENTOS EN LA 
IDÓNEA, PARA EMITIR UNA SENTENCIA VÁLIDA, NO TRANSGREDE DERECHOS 
FUNDAMENTALES. 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las jurisprudencias 1a./J. 25/2005 
y 1a./J. 74/2005, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomos XXI y XXII, abril y agosto de 2005, páginas 576 y 107, respectivamente, de rubros: 
"PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE 
OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA." y 
"PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA INCORRECTA. POR SÍ MISMO CAUSA AGRAVIO AL 
DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.", 
sostuvo que el juzgador está facultado para examinar de oficio la vía elegida en la demanda, 
incluso en sentencia y, en caso de estimar que no es la que legalmente proceda, no podrá resolver 
el fondo del asunto, sino que declarará la improcedencia de la vía, dejando a salvo los derechos de 
las partes para que los ejerzan en la vía idónea; asimismo, estableció que la tramitación de un 
procedimiento en una vía incorrecta, causa un agravio a las partes por no respetar el derecho 
fundamental a la seguridad jurídica, dado que la vía no puede quedar a la voluntad de las partes, ni 
convalidarse. Por ende, quien inste un procedimiento debe someterse a las formalidades y 
condiciones que la ley disponga, como lo es tramitarlo en la vía idónea; formalidad procesal 
objetiva y razonable, que resguarda los derechos de tutela jurisdiccional, debido proceso y 
legalidad, evitando así que los demandados se vean sometidos a procedimientos irregularmente 
tramitados por elección de la actora; sin que ello implique denegación de justicia, ya que de esta 
forma es que se permite al gobernado acudir al juicio pues, de lo contrario, se violaría el derecho 
del demandado. No obsta que el artículo 8, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos contemple el derecho humano de ser oído en juicio con las debidas garantías 
(acceso a la justicia), ya que no es irrestricto, sino en atención a las normas que regulan la 
procedencia de cada juicio. Considerar lo contrario implicaría desconocer lo que dispone el artículo 
27, numeral 2, de la citada convención, que prevé un bloque duro de protección de derechos 
humanos, el cual incluye el derecho a la legalidad y a garantías judiciales, por ello, es que no 
puede entenderse que el derecho de acceso a la justicia, ni la interpretación "progresiva" ni "pro 
personae", permitan que las controversias se resuelvan en la vía que arbitrariamente elija el actor, 
pues se llegaría al extremo de que con el pretexto de garantizar el derecho humano del actor, se 
resuelva un asunto sustanciado en una vía incorrecta, alterando las reglas del procedimiento en 
perjuicio del debido proceso y la equidad procesal entre las partes, lo que acarrearía actuar fuera 
de la normatividad, aspecto inaceptable pues se soslayarían disposiciones de orden público en 
perjuicio de la legalidad y certeza jurídicas; consecuentemente, la obligación de tramitar los 
procedimientos en la vía idónea, para emitir una sentencia válida, no transgrede derechos 
fundamentales. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 597/2014. Abelino Miranda Álvarez. 6 de febrero de 2015. Unanimidad de votos. 
Ponente: Víctor Manuel Flores Jiménez. Secretario: Alberto Carrillo Ruvalcaba. 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 



Época: Décima Época  
Registro: 2012426  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de agosto de 2016 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.4o.C.6 K (10a.)  
 
MEDIDAS CAUTELARES SIN AUDIENCIA PREVIA. LÍMITES MATERIALES Y TEMPORALES A 
LA RESTRICCIÓN DE ESE DERECHO FUNDAMENTAL. 
 
En muchos casos existe necesidad de adoptar las providencias cautelares a la mayor brevedad 
posible, con el objeto de evitar la frustración de su finalidad, con actos del afectado o de terceros, 
que pudieran hacerlas inocuas, lo que justifica plenamente que las determinaciones no se tomen 
con audiencia previa de la contraparte, sino con audiencia posterior; sin embargo, como dicha 
actuación implica una necesaria restricción al derecho fundamental de audiencia y al principio de 
contradicción, inmersos en el derecho humano al debido proceso, el sacrificio debe ser el mínimo 
posible, tanto en su extensión como en el tiempo de duración, lo cual se debe medir con el principio 
de proporcionalidad y sus subprincipios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido 
estricto, cuya aplicación se traduce en que, una vez garantizada la finalidad perseguida con la 
medida cautelar, debe respetarse la garantía de audiencia, y esto implica que si al momento de 
decidir su otorgamiento o negación, el Juez tiene en su poder elementos allegados al expediente o 
argumentos producidos por el demandado, sin que esto conlleve alguna dilación para la decisión, 
por la complejidad o volumen de dicho material, o por dificultades semejantes, se deben valorar en 
la resolución correspondiente. Por ejemplo, si la medida se va a tomar durante el curso del 
proceso, en el cual por emplazamiento o espontáneamente se presentó el demandado y aportó 
medios de prueba y/o alegaciones sobre el tema, el Juez no debe soslayarlas, so pretexto de que 
la determinación se debe seguir sin audiencia previa de la parte, pues si la finalidad perseguida con 
la secrecía quedó superada, porque el afectado se enteró de la pretensión, no encuentra 
justificación que siga la limitación a un derecho fundamental. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 41/2016. Seguros Argos, S.A. de C.V. y otros. 23 de junio de 2016. Unanimidad 
de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretaria: Cynthia Hernández Gámez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Época: Décima Época  
Registro: 2012419  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de agosto de 2016 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.4o.C.3 K (10a.)  
 
FACULTADES DISCRECIONALES DE LOS JUECES. NATURALEZA, FINALIDAD, 
CARACTERÍSTICAS, MODALIDADES Y FORMAS DE APLICACIÓN. 
 
Las facultades discrecionales que suele otorgar el legislador al Juez, en los diversos ámbitos del 
derecho, tienen por objeto flexibilizar la toma de decisiones en asuntos en que se estima imposible 
o de alto grado de dificultad incorporar reglas en los ordenamientos, para la solución a múltiples 
cuestiones y problemas que se puedan suscitar en la casuística, para la aplicación de la ley a 
determinada institución o en cierta materia; de modo que la facultad discrecional del juzgador es la 
permisión para ejercer una libertad limitada racionalmente, intrínseca al abandono del formalismo 
jurídico absoluto en la interpretación y aplicación del derecho, que permite al operador 
jurisdiccional cumplir con el deber categórico de resolver todas las controversias que le son 
sometidas para su conocimiento, aun en los casos en los que la complejidad del asunto, la 
ambigüedad o insuficiencia de la ley para regular de manera directa cada uno de los supuestos de 
hecho que pueden surgir en la realidad, respecto de los cuales no existe una sola posible 
respuesta admisible y razonable, sino que debe elegirse una entre varias, conforme a las reglas 
básicas de la lógica, la experiencia, la proporcionalidad y el sistema de fuentes establecido, 
expresada en un discurso de justificación sustentado en esos límites, para conjurar el riesgo de 
arbitrariedad en la toma de decisiones judiciales. Existen diversas modalidades en la concesión de 
dichas facultades; desde la forma, que puede ser implícita o explícita; la extensión, que puede ser 
desde la más amplia hasta la acotada para aspectos muy concretos; desde la discreción fuerte a la 
débil. Todo lo anterior, revela que para conocer las particularidades de la discrecionalidad dadas en 
situaciones determinadas, debe atenderse a las necesidades procesales que surjan de la 
problemática planteada en los casos de otorgamiento implícito, y a la forma en que se autorice en 
la ley, cuando es expresa, y siempre a las necesidades que reporte la materia sustantiva de un 
litigio. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 41/2016. Seguros Argos, S.A. de C.V. y otros. 23 de junio de 2016. Unanimidad 
de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretaria: Cynthia Hernández Gámez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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CRITERIO O DIRECTIVA DE INTERPRETACIÓN JURÍDICA FUNCIONAL. 
 
En seguimiento cabal del iusfilósofo polaco Jerzy Wróblewski, este criterio interpretativo se 
sustenta en una ideología dinámica, que entiende que el sentido de la norma jurídica se modifica 
en relación con los cambios que se producen en el contexto complejo en el que se le interpreta, 
logrando mayor elasticidad en los sentidos para las normas que requieren interpretación; así, esa 
directiva se refiere al contexto de las relaciones y valoraciones sociales, en el que la norma fue 
dictada, es interpretada o será aplicada, que no pertenecen al contexto lingüístico o al sistémico. El 
contexto funcional es complicado y dinámico, se constituye, en términos aproximativos -porque son 
distintos factores los que confluyen-, por la situación social imperante en el momento en que se 
emite la norma jurídica, y/o en el que ésta se aplica, lo cual remite al conjunto de las relaciones 
sociales relevantes, las valoraciones sociales, las normas que forman el contexto ideológico, las 
funciones de esa norma y de las que se relacionan con ella, además de las finalidades de ésta, 
según las concepciones del legislador y/o del intérprete. La concepción del contexto funcional 
implica una idea general sobre el derecho y la sociedad y una teoría global de la dependencia 
social del derecho; el derecho se crea, aplica y funciona en el contexto de diferentes hechos 
sociopsíquicos, en donde se incluyen las normas y valoraciones extra-legales, relaciones sociales, 
otros factores condicionantes del derecho, como la economía, política, cultura; diversas opiniones 
concernientes a los hechos relevantes para el derecho; también, la "voluntad" del legislador 
histórico, como hecho del pasado o como construcción teórica de la ciencia jurídica y/o de la 
práctica jurídica; así como los problemas acerca de los propósitos e intereses que influyan en el 
derecho. Sin embargo, ese contexto sólo es relevante, en tanto influye en la voluntad del legislador 
histórico o confluye en los factores que realmente determinan el significado de la regla en el 
momento en que se hace uso, aplicación o análisis de ella. Sobre este criterio funcional de 
interpretación, y en atención a su complejidad, Francisco Javier Ezquiaga Ganuzas ejemplifica que 
es el que permite atribuir el significado a una disposición, conforme a la naturaleza, finalidad o 
efectividad de una regulación, la intención del legislador, las consecuencias de la interpretación, la 
admisibilidad de ésta; el que tiene en cuenta la naturaleza y objetivo de la institución, los fines 
perseguidos por la ley o los valores que ésta protege. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 41/2016. Seguros Argos, S.A. de C.V. y otros. 23 de junio de 2016. Unanimidad 
de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretaria: Cynthia Hernández Gámez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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PRÁCTICAS MONOPÓLICAS. EL ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, LAS PROHÍBE NO SÓLO CUANDO ESA CONDUCTA 
TENGA POR OBJETO EL ALZA DE PRECIOS. 
 
El análisis integral de los párrafos primero y segundo del precepto constitucional referido conduce a establecer 
que toda práctica monopólica, al afectar la eficiencia de los mercados de bienes y servicios, daña al 
consumidor o a la sociedad, y no sólo cuando la práctica "tenga por objeto obtener el alza de precios" u 
"obligar a los consumidores a pagar precios exagerados", lo que explica que en la parte final del segundo 
párrafo de la norma constitucional, el Poder Reformador haya incluido la mención de que la ley castigará, en 
general, todo lo que constituya una ventaja exclusiva indebida a favor de una o varias personas determinadas 
y con perjuicio del público en general o de alguna clase social; lo que es lógico, porque todos los actos que 
constituyan monopolio o práctica monopólica, por sus características, disminuyen el proceso de competencia 
y libre concurrencia, afectando el funcionamiento eficiente de los mercados de bienes y servicios, esto es, las 
cadenas de producción y, por ende, al último eslabón de éstas, es decir, al consumidor, porque no reflejan el 
costo real de los bienes y servicios, el cual sólo existe en un ambiente de competencia. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 839/2014. 5 de agosto de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez. 
 
Amparo en revisión 289/2015. 9 de septiembre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
Amparo en revisión 971/2015. 6 de enero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Miguel Ángel Burguete García. 
 
Amparo en revisión 975/2015. 3 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador Alvarado López. 
 
Amparo en revisión 1163/2015. 9 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Salvador Alvarado López. 
 
Tesis de jurisprudencia 110/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del diez de agosto de dos mil dieciséis. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de agosto de 2016, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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DIGNIDAD HUMANA. CONSTITUYE UNA NORMA JURÍDICA QUE CONSAGRA UN DERECHO 
FUNDAMENTAL A FAVOR DE LAS PERSONAS Y NO UNA SIMPLE DECLARACIÓN ÉTICA. 
 
La dignidad humana no se identifica ni se confunde con un precepto meramente moral, sino que se proyecta 
en nuestro ordenamiento como un bien jurídico circunstancial al ser humano, merecedor de la más amplia 
protección jurídica, reconocido actualmente en los artículos 1o., último párrafo; 2o., apartado A, fracción II; 
3o., fracción II, inciso c); y 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En efecto, el Pleno 
de esta Suprema Corte ha sostenido que la dignidad humana funge como un principio jurídico que permea en 
todo el ordenamiento, pero también como un derecho fundamental que debe ser respetado en todo caso, cuya 
importancia resalta al ser la base y condición para el disfrute de los demás derechos y el desarrollo integral de 
la personalidad. Así las cosas, la dignidad humana no es una simple declaración ética, sino que se trata de 
una norma jurídica que consagra un derecho fundamental a favor de la persona y por el cual se establece el 
mandato constitucional a todas las autoridades, e incluso particulares, de respetar y proteger la dignidad de 
todo individuo, entendida ésta -en su núcleo más esencial- como el interés inherente a toda persona, por el 
mero hecho de serlo, a ser tratada como tal y no como un objeto, a no ser humillada, degradada, envilecida o 
cosificada. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1200/2014. 8 de octubre de 2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 230/2014. 19 de noviembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 5327/2014. 17 de junio de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Alejandra Daniela 
Spitalier Peña. 
 
Amparo directo en revisión 6055/2014. 8 de julio de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo directo en revisión 2524/2015. 10 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Tesis de jurisprudencia 37/2016 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha 
diez de agosto de dos mil dieciséis.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de agosto de 2016, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 


